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ACTO ADMINISTRATIVO DE JUSTIFICACIÓN DE LA CAUSAL DE CONTRATACIÓN 

DIRECTA EN LOS TERMINOS DE LA LEY 1150 DE 2007 Y EL DECRETO 1082 DE 2015 
 
En uso de sus facultades legales y en su calidad de Viceministro de Agua y Saneamiento Básico, 
nombrado mediante Decreto No. 2059 del 18 de octubre de 2022 y acta de posesión No. 0228 del 
18 de octubre de 2022, y en ejercicio de la delegación de que trata la Resolución No. 1119 del 21 
de noviembre de 2023, se permite expedir el Acto Administrativo de Justificación de la Contratación 
Directa, considerando lo siguiente:   
 
1. Que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio tiene como objetivo primordial lograr, en el 
marco de la Ley y sus competencias, formular, adoptar, dirigir coordinar y ejecutar la política 
pública, planes y proyectos en materia del desarrollo territorial y urbano planificado del país, la 
consolidación del sistema de ciudades con patrones de uso eficiente y sostenible del suelo, 
teniendo en cuenta las condiciones de acceso y financiación de vivienda, y de prestación de los 
servicios públicos de agua potable y saneamiento básico.   
 
2. Que el presente contrato se celebra con el fin de satisfacer la necesidad definida en el estudio 
previo de conveniencia y oportunidad suscrito por el Viceministro de Agua y Saneamiento Básico, 
atendiendo a la justificación señalada en el mencionado documento.    

3. Que el citado estudio indica que mediante el Decreto 1085 del 2 de julio de 2023 (vigente hasta 
el 2 de julio de 2024)1, el Gobierno Nacional declaró el Estado de Emergencia Económica, Social 
y Ecológica en el Departamento de La Guajira, “(…) tanto en el área urbana como en la rural, por 
el término de treinta (30) días, contados a partir de la vigencia de este decreto” con el fin de 
conjurar la Emergencia Social, Económica y Ecológica que afecta a esa región, por causa de la 
grave crisis humanitaria y el estado de cosas inconstitucional declarado por la Corte Constitucional 
en Sentencia T-302 del 8 de mayo de 2017.  

 

4. Que adicionalmente, se precisó que la garantía del derecho fundamental al agua y las 

necesidades en esta materia en el Departamento de La Guajira no han sido resueltas, a pesar de 
las inversiones del Estado, principalmente por fallas de articulación entre los distintos niveles de 
gobierno y la falta de continuidad en las inversiones, que han llevado a que no se tenga 
sostenibilidad ni eficacia en los programas y proyectos.   

 

5. Que adicionalmente el artículo tercero del Decreto 1085 de 2023 dispone que: “el Gobierno 

nacional adoptará mediante decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en la parte 
considerativa de este decreto, todas aquellas medidas adicionales necesarias para conjurar la 
crisis e impedir la propagación de sus efectos. Así mismo dispondrá las operaciones 
presupuestales necesarias para llevarlas a cabo.”  
  
6. Que en tal sentido, el presidente de la República, en uso de las facultades extraordinarias a las 
que se refiere el art. 215 constitucional y otorgadas a través del Decreto 1085 de 2023, expidió el 
Decreto 1250 de 2023 (vigente hasta el 2 de julio de 2024)2, a través del cual “se adoptan medidas 
en materia de agua y saneamiento básico, en el marco del estado de emergencia económica, 
social y ecológica declarado en el departamento de La Guajira”, que concierne a las funciones del 
MVCT.    
  
7. Que por su parte, el artículo 2° del Decreto 1250 de 2023 señala que “El Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, de manera coordinada, concurrente, complementaria y subsidiaria con las 
respectivas entidades territoriales y pueblos indígenas, afrodescendientes y Rrom, ejercerá la 
competencia funcional necesaria para garantizar el acceso al agua y saneamiento básico, 

 
1 Mediante Sentencia C-383-2023 M.P Diana Fajardo Rivera – José Fernando Reyes Cuartas. Expediente RE-347, la Corte declaró la inexequibilidad, con efectos diferidos por el término 
de un (1) año, del Decreto Legislativo indicando lo siguiente: <<Sin embargo, en atención a la gravedad de la crisis que afronta la población de La Guajira, acentuada por la escasez del 
recurso hídrico resultado de la conjunción de los eventos climáticos antes mencionados, la Corte consideró necesario diferir por un año los efectos de la declaratoria de inexequibilidad del 
Decreto 1085 de 2023, a fin de no hacer más gravosa la situación humanitaria ante el vacío legislativo que resulta de la inconstitucionalidad sobreviniente de los decretos de desarrollo, lo 
que permitirá que sus medidas sean examinadas por esta Corte bajo los criterios de estricta necesidad y conexidad, entre otros criterios constitucionales y jurisprudenciales>>.  
2Mediante Sentencia C-464-2023 M.P. José Fernando Reyes Cuartas, Expediente RE-348 la Corte, difirió la inexequibilidad a un año del decreto sobre agua y saneamiento 

básico y confirió efectos inmediatos y retroactivos a la inexequibilidad de algunas disposiciones. Así_<< Segundo. Declarar INEXEQUIBLES, con efectos diferidos a un 

(1) año, los artículos 1, 2 (salvo el inciso segundo del parágrafo 3°), 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10 y 23 del Decreto Legislativo 1250 de 2023. Tercero. Declarar INEXEQUIBLES 

con efectos inmediatos el inciso segundo del parágrafo 3° del artículo 2, y los artículos 7, 11 y 12 del Decreto Legislativo 1250 de 2023. Cuarto. Declarar INEXEQUIBLES 

con efectos retroactivos los artículos, 13, 14,15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22 del Decreto Legislativo 1250 de 2023>>.  
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mediante servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, esquemas diferenciales y/o medios 
alternos, a través de personas públicas o privadas o de comunidades organizadas, con o 
sin ánimo de lucro, con el propósito de hacer frente a los hechos que originaron la 
declaratoria de emergencia y/o conjurar sus efectos.” (Destacado fuera del texto)   
  
8. Que con base en el parágrafo primero del artículo en cita, se instituye que el Ministerio de 
Vivienda Ciudad y Territorio como ente rector de la política en materia de agua potable y 
saneamiento básico, coordinará todas las intervenciones que se desarrollen en el Departamento 
de La Guajira, dirigidas a garantizar el acceso al agua.   
  
9. Que adicionalmente, en el parágrafo segundo del artículo 2 del Decreto 1250 de 2023, establece 
que el MVCT podrá ejercer la vigilancia, en coordinación con las autoridades judiciales, policivas 
y administrativas, frente al uso del recurso hídrico en el Departamento de La Guajira. En este 
sentido, las entidades competentes deberán garantizar que dicho recurso sea destinado de 
manera prioritaria y prevalente para el suministro de agua para el consumo humano.   
  
10. Que finalmente, como mecanismos para conjurar la crisis y evitar el agravamiento de la misma, 
en el artículo 10 del Decreto 1250 de 2023 dispone que “En los términos del artículo 42 de la Ley 
80 de 1993, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio estará facultado para llevar a cabo 
contrataciones directas destinadas al suministro de bienes, la prestación de servicios o la 
ejecución de obras para la garantía de acceso al agua y saneamiento básico, con el objetivo 
de prevenir, contener y mitigar los hechos que originaron la declaración de emergencia y/o conjurar 
sus efectos. Para aplicar esta modalidad de contratación, la declaratoria del Gobierno 
nacional constituye el acto administrativo que fundamenta la urgencia manifiesta”. (Negrilla 
y subrayado fuera de texto); es decir, que durante todo el término de la emergencia se entiende 
que están dadas las condiciones excepciones y especiales de la urgencia manifiesta, que 
demandan del Estado la adopción de las medidas de orden legal, contractual y presupuestal que 
sean necesarias para atender la crisis y superar progresiva y decididamente el estado de cosas 
inconstitucional.  
  
11. Que teniendo en cuenta las necesidades descritas anteriormente, el MVCT requiere del 
despliegue y desarrollo de actividades para la atención inmediata a las comunidades del 
Departamento de La Guajira, que permitan hacer frente a los hechos que originaron la 
declaratoria de emergencia y/o impedir la extensión de sus efectos, alcanzar el objetivo de llevar 
agua potable, preservar la vida y salud de los habitantes del departamento o efectuar los trámites 
administrativos pertinentes en términos prediales, ambientales, autorizaciones o cualquier trámite 
o permiso requerido para las intervenciones que garanticen el derecho al acceso al agua para 
consumo humano, incluidas acciones necesarias en resguardos o comunidades indígenas no 
organizadas, baldíos rurales inadjudicables, entre otros.   
  
12. Que de lo anterior se colige que, a través del conjunto de medidas expedidas por el Gobierno 
Nacional incluida la celebración del presente contrato, se adoptan acciones inmediatas, 
coherentes, coordinadas, integrales y sostenibles que evitan la permanencia en el tiempo de un 
estado claramente violatorio de los derechos a la vida y la salud de la población Wayúu derivados 
en un grado importante de las dificultades para acceder al agua potable a partir de rehabilitación 
temprana, recuperación y/o reconstrucción, construcción, mantenimiento y operación de los 
sistemas de suministro de agua en el marco de la declaratoria.  
  
13. Que en este orden de ideas, de acuerdo con lo señalado en el Artículo 4° del Decreto 1250 de 
2023, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio podrá estructurar y ejecutar proyectos de 
agua y saneamiento básico que tengan por objeto hacer frente a los hechos que originaron la 
declaratoria de emergencia y/o conjurar sus efectos. Y en tal sentido, tal como lo señala el 
parágrafo del artículo en mención, <<La ejecución de los proyectos para garantizar el acceso a 
agua y saneamiento básico dispondrá de fuentes de recursos, capacidad y cupos 
presupuestales de corto y mediano plazo, provenientes del Presupuesto General de la 
Nación (PGN), para lo cual el Gobierno nacional podrá hacer las operaciones 
presupuestales necesarias para permitir la ejecución de las medidas que sean del caso>>. 
Negrilla y subrayado fuera de texto.  
 
14. Que adicionalmente, el artículo 9° del mismo instrumento normativo dispuso frente a las 
medidas presupuestales para atender la emergencia que <<Las autoridades nacionales y 
territoriales responsables de garantizar el acceso al agua potable y saneamiento básico, para 
efectos de adelantar las medidas y ejecutar los proyectos e intervenciones dirigidas a 
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superar el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en el departamento de La 
Guajira focalizarán y priorizarán la destinación de recursos, para lo cual, podrán realizar las 
modificaciones presupuestales que sean necesarias, acordes con las normas 
presupuestales pertinentes>>.   
 
15. Que respecto de la declaratoria de emergencia la honorable Corte constitucional en la 
sentencia C-383 de 2023 declaró “INEXEQUIBLE el Decreto Legislativo 1085 de 2 de julio de 
2023, “[p]or medio del cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en 
el departamento de La Guajira”. Segundo. Conceder EFECTOS DIFERIDOS a esta decisión por 
el término de un (1) año, contados a partir de la expedición del Decreto 1085 de 2 de julio de 2023, 
respecto de la amenaza de agravamiento de la crisis humanitaria por la menor disponibilidad de 
agua. Tercero. Exhortar al Gobierno nacional y al Congreso de la República para que, en ejercicio 
de sus competencias constitucionales y legales ordinarias, adopten las medidas necesarias para 
superar la grave crisis humanitaria estructural que existe en el departamento de La Guajira 
constatada en la Sentencia T-302 de 2017 y, con ello, se garantice la efectividad de los derechos 
fundamentales de las personas que habitan en esa zona del país. Así mismo, para que fortalezcan 
las instituciones previstas en el ordenamiento jurídico con competencias en materia de cambio 
climático y le asignen los recursos que las circunstancias demanden”. En el mencionado 
proveído la Corte reitera la existencia del estado de cosas inconstitucionales, reconoce la 
crisis y como los fenómenos climáticos propenden por su  agravamiento y con fundamento 
en tales evidencias difiere los efectos de su fallo con el propósito que el Gobierno nacional 
continue sus intervenciones y de manera expresa exhorta al Gobierno a que se  “adopten 
las medidas necesarias para superar la grave crisis humanitaria estructural que existe en 
el departamento de La Guajira constatada en la Sentencia T-302 de 2017 y, con ello, se 
garantice la efectividad de los derechos fundamentales de las personas que habitan en esa 
zona del país”. 
 
16. Que Igualmente, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C-464/23 del 2 de 
noviembre M.P. JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS EXPEDIENTE RE-348 declaró 
INEXEQUIBLES con efectos retroactivos los artículos, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22 del 
Decreto Legislativo 1250 de 2023 referidos a la creación del Instituto de Agua de la Guajira, por 
tanto frente a los Decretos Nos. 1601 y 1602 de 2023, operó el fenómeno de 
<<inconstitucionalidad por consecuencia>>, “(…) es decir, del decaimiento de los decretos 
posteriores a raíz de la desaparición sobreviniente de la norma que permitía al Jefe del Estado 
asumir y  ejercer las atribuciones extraordinarias previstas en la Constitución. Cuando tal situación 
se presenta, la Corte Constitucional no puede entrar en el análisis de forma y fondo de cada uno 
de los decretos legislativos expedidos, pues todos carecen de causa jurídica y son 
inconstitucionales por ello, independientemente de que las normas que consagran, consideradas 
en sí mismas, pudieran o no avenirse a la Constitución. En el fondo ocurre que, declarada la 
inexequibilidad del decreto básico, el Presidente de la República queda despojado de toda 
atribución legislativa derivada del estado de excepción y, por ende, ha perdido la competencia 
para dictar normas con fuerza de ley”3. 
 
17. Que con base en esta declaratoria de inconstitucionalidad del Instituto de Gestión de Agua de 
la Guajira, es perentorio para el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio continuar con la 
ejecución de acciones encaminadas a la pronta ejecución  del plan de acción presentado en las 
audiencias públicas realizadas en la Corte Constitucional sobre la manera como se atendería la 
emergencia y con la mayor celeridad posible estructurar y poner en marcha los proyectos las 
medidas necesarias para superar la grave crisis humanitaria estructural que existe en el 
departamento de La Guajira constatada en la Sentencia T-302 de 2017 y, con ello, se 
garantice la efectividad de los derechos fundamentales de las personas que habitan en esa 
zona del país. 
 
18. Que en este sentido, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, ha previsto la alianza con 
diferentes actores a nivel regional nacional e internacional que coadyuven al logro de los anteriores 
retos. Por tanto, el Ministerio adelanta la contratación directa con aliados estratégicos para 
conjurar el estado de emergencia, teniendo en cuenta su experiencia previa en el desarrollo de 
obras de infraestructura así: 

 
3 Sentencia C-253 de 2010 Corte Constitucional de Colombia 
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Contratos de obra de infraestructura y suministro 

CONTRATIST
A 

OBJETO CONTRACTUAL VALOR CONTRATO 
TIPO DE 

CONTRATO 

VEOLIA 
AGUAS DE LA 
GUAJIRA 
S.A.S E.S.P 

REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA EXISTENTE 
INCLUIDO FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES TÉCNICAS Y SOCIALES 
DE LAS COMUNIDADES, A FIN DE 
SUPERAR EL ESTADO EMERGENCIA 
ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN 
EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA Y 
LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 

$ 12.000.000.000 OBRA 

WORLD 
VISION 
COLOMBIA 

REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA EXISTENTE 
INCLUIDO FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES TÉCNICAS Y SOCIALES 
DE LAS COMUNIDADES, A FIN DE 
SUPERAR EL ESTADO EMERGENCIA 
ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN 
EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA Y 
LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 

$ 6.900.000.000 OBRA 

FUNDACIÓN 
CADENA 
COLOMBIA 

REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA EXISTENTE 
INCLUIDO FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES TÉCNICAS Y SOCIALES 
DE LAS COMUNIDADES, A FIN DE 
SUPERAR EL ESTADO EMERGENCIA 
ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN 
EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA Y 
LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 

$ 7.400.000.000 OBRA 

PASTORAL 
SOCIAL 
RIOHACHA 

REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA EXISTENTE 
INCLUIDO FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES TÉCNICAS Y SOCIALES 
DE LAS COMUNIDADES, A FIN DE 
SUPERAR EL ESTADO EMERGENCIA 
ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN 
EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA Y 
LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 

$ 7.000.000.000 OBRA 

SAVE THE 
CHILDREN 

REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA EXISTENTE 
INCLUIDO FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES TÉCNICAS Y SOCIALES 
DE LAS COMUNIDADES, A FIN DE 
SUPERAR EL ESTADO EMERGENCIA 
ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN 
EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA Y 

$ 3.700.000.000 OBRA 
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LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 

ENCINA S.A.S 

CONSTRUCCIÓN DE LAS OBRAS, 
SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE 
EQUIPOS, PUESTA EN MARCHA DE LOS 
SISTEMAS DE TRATAMIENTO Y 
DISTRIBUCIÓN DE AGUA TRATADA, A 
FIN DE SUPERAR EL ESTADO 
EMERGENCIA ECONÓMICA, SOCIAL Y 
ECOLÓGICA EN EL DEPARTAMENTO DE 
LA GUAJIRA Y LA EXTENSIÓN DE SUS 
EFECTOS. 

$ 23.000.000.000 

EL PRESENTE 
CONTRATO ES 
MIXTO EN 
CONSIDERACIÓN 
AL VALOR 
ESTIMADO DE 
CADA UNA DE SUS 
PRESTACIONES, 
SIENDO MAYOR EL 
CONCEPTO DE 
SUMINISTRO DE 
EQUIPOS EL CUAL 
EQUIVALE AL 90% 
DEL VALOR 
ESTIMADO DE LA 
CONTRATACIÓN, EL 
7% CORRESPONDE 
A OBRA Y EL 3% 
RESTANTE 
DIAGNÓSTICO. 
DADO EL PESO DE 
LAS ACTIVIDADES 
LA TIPOLOGÍA 
FINAL SERÁ 
SUMINISTRO E 
INSTALACIÓN. 

FUNDACIÓN 
PLAN 

ESTRUCTURACIÓN, DISEÑO Y 
EJECUCIÓN DE ACCIONES PARA 
REHABILITACIÓN Y/O RECUPERACIÓN 
Y/O CONSTRUCCIÓN Y/O 
RECONSTRUCCIÓN Y/O 
MANTENIMIENTO DE 
INFRAESTRUCTURA E 
IMPLEMENTACIÓN DE LA ESTRATEGIA 
INTEGRAL DE ASEGURAMIENTO Y 
SOSTENIBILIDAD DE ESTA 
INFRAESTRUCTURA CON ENFOQUE EN 
EL FORTALECIMIENTO COMUNITARIO, 
A FIN DE SUPERAR EL ESTADO 
EMERGENCIA ECONÓMICA, SOCIAL Y 
ECOLÓGICA EN EL DEPARTAMENTO DE 
LA GUAJIRA Y LA EXTENSIÓN DE SUS 
EFECTOS. 

$ 7.000.000.000 

OBRA Y 
COMPONENTE 
SOCIAL Y DE 
ASEGURAMEINTO 

EDWIN 
FLESHMAN 

CONSTRUCCIÓN DE OBRAS 
FALTANTES NECESARIAS PARA 
GARANTIZAR EL SUMINISTRO DE AGUA 
APTA PARA EL CONSUMO HUMANO 
CON DESTINO A LA COMUNIDAD DE 
YOTOJOROCHI, MUNICIPIO DE MAICAO, 
CON EL FIN DE SUPERAR LA 
EMERGENCIA ECONÓMICA, SOCIAL Y 
ECOLÓGICA EN EL DEPARTAMENTO DE 
LA GUAJIRA Y LA EXTENSIÓN DE SUS 
EFECTOS. 

$ 173.000.000 OBRA 

Fuente: Elaboración MVCT 

 

19. Que una vez efectuado el respectivo estudio de sector, mediante la verificación de diferentes 
personas jurídicas con experiencia en rehabilitación temprana, recuperación, construcción, 
reconstrucción y/o mantenimiento de infraestructura suministro de agua, se estableció que las 
empresas consideradas  cumplen con los requerimientos del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
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Territorio (MVCT), al contar con experiencia e idoneidad necesarias para la ejecución de proyectos 
del sector de agua potable, como consta en la documentación de verificación y justificación de 
cada uno de los contratos, que les permite dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en 
los documentos precontractuales con la finalidad de aportar su experticia para la ejecución de 
contratos encaminados a superar los hechos que dieron origen a la declaratoria de emergencia en 
el Departamento de la Guajira e impedir la extensión de sus efectos. 

20. Ahora bien, en atención a lo establecido en la Ley 1474 de 2011, con relación al ejercicio y la   
responsabilidad en el seguimiento a la ejecución de los contratos en las Entidades Públicas, 
específicamente el artículo 83 se dispone: 

“Con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de 
corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas 
están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a 
través de un supervisor o un interventor, según corresponda.” 

El mismo artículo agrega sobre la interventoría: 

“La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del 
contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, 
cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la 
materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, 
lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato 
principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, 
jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría.”  Subrayado y negrilla fuera de texto 

21. Que con fundamento en lo anterior y tomando en consideración que el MVCT plantea la 
suscripción de ocho (8) contratos, cinco (5) de los cuales son para la rehabilitación y/o 
recuperación y/o construcción y/o reconstrucción y/o mantenimiento de infraestructura, uno (1) de 
rehabilitación y/o recuperación y/o construcción y/o reconstrucción y/o mantenimiento de 
infraestructura y la implementación de la estrategia integral de aseguramiento y sostenibilidad, uno 
(1) para la construcción de obras faltantes y uno (1) de suministro, instalación y puesta en marcha 
de equipos (plantas desalinizadoras) y otro tipo de obras complementarias; por tanto, en atención 
al principio de economía y como quiera que los contratos a supervisar se encuentran ubicados en 
el Departamento de la Guajira, su ejecución corresponde a la misma vigencia fiscal y atendiendo 
a que las condiciones ambientales, técnicas y sociales de los sitios a intervenir así como la similitud 
en cuanto a los objetos y obligaciones de los contratos; se hace necesario que el desarrollo de 
dichos contratos sea controlados y vigilados a través de una interventoría integral externa desde 
su inicio hasta la liquidación de los mismos. 

22. Que al contar con una interventoría integral que realice el control y seguimiento a los contratos, 
se estaría garantizando (entre otros aspectos), mayor eficiencia en recursos y costos al optimizar 
los gastos generales y administrativos, comunicación más efectiva entre el MVCT y los 
contratistas, sumado a ello, se favorece la coherencia y coordinación en el proceso de vigilancia y 
control para minimizar los riesgos y amenazas asociados a la ejecución de las obras, al 
implementar procesos y procedimientos para el control en las diferentes etapas y/o fases de la 
ejecución de cada uno de los proyecto objeto de vigilancia. 

23. Que adicionalmente, una interventoría integral favorece el seguimiento, control y desempeño 
de los contratos al implementar una línea de control a la calidad y seguridad, estableciendo 
acciones preventivas y correctivas en tiempo real, basadas en las lecciones aprendidas. Este 
conjunto de procesos sistémicos, coordinados y controlados por una misma interventoría asegura 
mayores estándares de calidad. 

24. Que con el propósito de determinar el cumplimiento por parte del Interventor para el monitoreo 
en el desarrollo y el control integral de los Contratos objeto de vigilancia, se establecen las 
acciones necesarias para garantizar el logro de los objetivos previstos en todos los documentos 
que integran el Contrato de Interventoría. 

25. Que para dar cumplimiento al objeto del presente Contrato, el Interventor desarrollará el control 
y vigilancia a todas las actividades definidas en el estudio previo de conveniencia y oportunidad, 
así como a los contratos establecidos, sus documentos Anexos y los que se desprendan de los 
Contratos objeto de vigilancia y control, así como las que se deriven de la naturaleza del objeto de 
este Contrato. 
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26. Que por lo expuesto, estas labores las debe realizar una persona idónea, capacitada, con 
experiencia en este tipo de actividades y con una organización de empresa, que le garantice al 
MVCT un adecuado ejercicio de interventoría y por ende la buena y correcta ejecución de las obras 
y demás prestaciones contratadas, por lo que resulta necesario realizar un seguimiento 
especializado considerando que la Entidad no cuenta con el personal especializado y la dedicación 
necesaria para realizar la supervisión  y vigilancia requerida a los contratos.  

27. Que en este sentido, el MVCT, ha previsto la alianza con diferentes actores a nivel regional 
nacional e internacional que coadyuven al logro de los anteriores retos. Por tanto, el Ministerio ha 
encontrado en PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S identificada con Nit 
900.508.212-1, un aliado estratégico para conjurar el estado de emergencia, habida cuenta que, 
esta empresa tiene amplia experiencia en el sector de Servicios de interventoría para proyectos 
de infraestructura de agua potable a nivel nacional y especialmente en el Departamento de la 
Guajira. 

28. Que tras realizar el respectivo análisis de mercado, donde se verificaron diversas personas 
jurídicas especializadas en el sector de Servicios de interventoría Integral para contratos de 
infraestructura relacionada con la rehabilitación, recuperación, construcción, reconstrucción y/o 
mantenimiento de sistemas de suministro de agua, se ha determinado que PROYECTOS Y 
GESTION DEL DESARROLLO S.A.S, reúne todas las condiciones exigidas por el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT) para llevar a cabo la materialización del objeto contractual. 
Lo anterior se fundamenta en la comprobada experiencia acreditada en la ejecución de Servicios 
de interventoría Integral para proyectos de infraestructura en el sector de agua potable. 

29. Que la evidencia y experticia de la empresa en la prestación de los servicios de interventoría 
en cuanto a capacidad técnica, administrativa, ambiental, financiera, contable, jurídica y social, se 
respalda mediante la presentación de soportes de contratos suscritos con diversas entidades, 
tanto del ámbito público como privado, entre las que destacan, AGUAS DE BOLÍVAR S.A. E.S.P, 
GOBERNACIÓN DE BOLIVAR y el FONDO DE INVERSIÓN PARA LA PAZ. Estos proyectos 
atestiguan la competencia y solidez de la empresa en la gestión para garantizar los servicios de 
interventoría Integral a proyectos de acceso a agua potable, estableciendo así su idoneidad para 
cumplir con las obligaciones establecidas en el presente estudio previo de conveniencia y 
oportunidad. 

30. Que es importante subrayar que la selección de esta empresa está alineada con los objetivos 
del MVCT, orientados a superar los desafíos que originaron la declaratoria de emergencia y 
prevenir la extensión de sus efectos. La experiencia acumulada en la ejecución de proyectos 
previos respalda la idoneidad de PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S para 
abordar con eficacia los retos planteados, asegurando así la satisfacción de las necesidades 
establecidas por el MVCT. 

31. Que adicionalmente, es imperativo destacar que PROYECTOS Y GESTION DEL 
DESARROLLO S.A.S, ha gestionado y liderado proyectos de Interventoría Integral de alto impacto 
en el ámbito del suministro de agua potable, beneficiando con su gestión a comunidades urbanas 
y rurales, evidenciando no solo su experiencia técnica, administrativa, ambiental, financiera, 
contable, jurídica y social, sino la solidez económica y su habilidad para administrar los recursos. 

32. Que en este sentido, PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S ha demostrado 
la idoneidad requerida al alinearse con los alcances y objetivos específicos definidos por el MVCT 
para el presente proceso de contratación. Su conocimiento en la implementación de proyectos en 
el sector de agua potable, aunado a su trayectoria en la ejecución de proyectos análogos, confirma 
su capacidad para abordar de manera confiable los desafíos técnicos, administrativos, 
ambientales, financieros, contables, jurídicos y sociales, que puedan surgir en el marco del 
presente proyecto. 

33. Que en resumen, PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S ha demostrado una 
comprensión de los aspectos especializados relacionados con los Servicios de interventoría 
Integral para contratos de infraestructura relacionada con la rehabilitación, recuperación, 
construcción, reconstrucción y/o mantenimiento de sistemas de suministro de agua, soportado en 
su experiencia específica, fundamental para la correcta implementación de las acciones previstas 
en el presente estudio previo, que garantiza su capacidad para cumplir con los objetivos 
planteados en el este proceso de contratación. 
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34. Que si bien la licitación pública es la modalidad de selección que constituye la regla general 
para las entidades regidas por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, 
el artículo 2, numeral 4, de la Ley 1150 de 2007 consagra algunas excepciones, que atienden a la 
necesidad de proteger principios como la eficiencia, la eficacia, la economía, la celeridad o la 
integridad de las personas. Una de las excepciones es la causal de contratación directa prevista 
en el literal a) del mencionado numeral, denominada por la ley como «urgencia manifiesta».   
  
35. Que esta causal debe leerse en concordancia con los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993, 
que definen el concepto y establecen el procedimiento para su declaratoria, así como para la 
celebración de los contratos que se derivan de aquella. La primera norma dispone lo siguiente:  
  

“Art. 42. De la urgencia manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del 
servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras 
en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de 
excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos 
de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones 
inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir 
a los procedimientos de selección o concurso públicos.   
  
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado.   
Parágrafo. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia 
manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro 
del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente”.  

  
36. Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 1250 de 2023 “En los 
términos del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio estará 
facultado para llevar a cabo contrataciones directas destinadas al suministro de bienes, la 
prestación de servicios o la ejecución de obras para la garantía de acceso al agua y saneamiento 
básico, con el objetivo de prevenir, contener y mitigar los hechos que originaron la declaración de 
emergencia y/o conjurar sus efectos. Para aplicar esta modalidad de contratación, la 
declaratoria del Gobierno nacional constituye el acto administrativo que fundamenta la 
urgencia manifiesta”. Negrilla y subrayado fuera de texto.  
  
37. Que PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S cuenta con la idoneidad y 
experiencia para ejecutar el objeto del contrato conforme se indica en el certificado de idoneidad 
adjunto.   
  
38. Que teniendo en cuenta lo descrito anteriormente y en aplicación de lo dispuesto en el literal 
a) del numeral 4° del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, se hace necesario celebrar un contrato 
bajo la modalidad de contratación directa, entre el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y 
PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO S.A.S.   
  
39. Que conforme con lo establecido en la Resolución No. 1272 del 28 de noviembre de 2022 “Por 
la cual se conforma y reglamenta el Comité de Contratación del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio y del Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA y se dictan otras disposiciones”, para 
el presente proceso de contratación directa, no procede la puesta en consideración del Comité de 
Contratación del mismo, habida cuenta que el referido acto administrativo contempló en su artículo 
4° <<Excepciones>> que: 
 
“(…) Los procesos de contratación del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, y de 
FONVIVIENDA, deben someterse a consideración del Comité de Contratación, salvo cuando se 
trate de los siguientes casos: 
 
(…) 7. Contratación por urgencia manifiesta y sus modificaciones”. 
 
40. Que de acuerdo con el artículo 2.2.1.2.1.4.1 del Decreto 1082 de 2015, la entidad estatal debe 
señalar en un acto administrativo la justificación para contratar bajo la modalidad de contratación 
directa, el cual debe contener:   

 
1. La causal que invoca para contratar directamente.  
2. El objeto del contrato.  
3. El presupuesto para la contratación y las condiciones que se exigirán al contratista.  
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4. El lugar en el cual los interesados pueden consultar los estudios y documentos previos. 
 
41. Que el Ordenador del Gasto, de conformidad con la necesidad, estudio del sector y descripción 
del contrato establecida en los estudios previos elaborados por el Viceministerio de Agua y 
Saneamiento Básico en el marco del artículo 2.2.1.2.1.4.1 del Decreto 1082 de 2015, justificó la 
contratación a través de la modalidad de contratación directa así: 
 

1. LA CAUSAL QUE INVOCA PARA CONTRATAR DIRECTAMENTE: 
 
Urgencia manifiesta como causal de contratación directa   
  
Si bien la licitación pública es la modalidad de selección que constituye la regla general para las 
entidades regidas por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, el numeral 
4° del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007 consagra algunas excepciones, que atienden a la 
necesidad de proteger principios como la eficiencia, la eficacia, la economía, la celeridad o la 
integridad de las personas. Una de las excepciones es la causal de contratación directa prevista 
en el literal a) del mencionado numeral, denominada por la ley como «urgencia manifiesta».    
  
Esta causal debe leerse en concordancia con los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993, que 
definen el concepto y establecen el procedimiento para su declaratoria, así como para la 
celebración de los contratos que se derivan de aquella. El artículo 42 de la citada norma dispone 
que:  
  

“ARTÍCULO 42. De la urgencia manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la 
continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la 
ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones 
relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones 
excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o 
desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de 
situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o 
públicos.   
  
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado.   
  
Parágrafo. <Parágrafo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Con el fin de atender las 
necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados 
presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad 
estatal correspondiente.”  

  

2. DETERMINACIÓN DEL OBJETO A CONTRATAR: 
 

INTERVENTORÍA INTEGRAL A LOS CONTRATOS DE OBRA Y/O CONEXOS QUE SUSCRIBA 
EL MVCT, ENCAMINADOS A ATENDER EL PLAN PROVISIONAL Y EL ESTADO DE 
EMERGENCIA ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA EN EL DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA Y LA EXTENSIÓN DE SUS EFECTOS. 
 

3. EL PRESUPUESTO PARA LA CONTRATACIÓN INCLUIDO LOS COSTOS DEL 
CONTRATO 

 
El valor del contrato es por la suma de hasta SEIS MIL SETECIENTOS QUINCE MILLONES DE 
PESOS M/CTE ($ 6.715.000.000) incluidos IVA y todos los costos y gastos en que debe incurrir el 
futuro CONTRATISTA para el cumplimiento de sus obligaciones, y los demás tributos que cause 
dicho contrato, independientemente de la denominación que asuman o del nivel territorial del que 
provengan para lo cual se afectará el certificado de disponibilidad presupuestal 94124 del 06 de 
febrero de 2024. 

El valor establecido corresponde al valor total para la ejecución de la Interventoría garantizando 
los estándares de calidad requeridos y cumpliendo con las condiciones mínimas exigidas dentro 
de los documentos Técnicos que hacen parte del presente proceso de contratación. 
 
Las labores de interventoría integral se realizarán para ocho (8) contratos cuyos costos asociados 
incluyen el IVA. Para efectos de correlacionar el valor total del contrato de interventoría con cada 
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uno de los contratos objeto de seguimiento y control, el valor de interventoría se calcula como el 
producto entre el valor de la totalidad de los contratos por producto y el porcentaje estimado para 
la interventoría correspondiente al 10%. Ahora bien, para el caso de la intervención de EDWIN 
FLESHMAN con establecimiento de comercio Fleshman Constructores, y en consideración del 
objeto, alcance, plazo de ejecución establecidos, y clasificación se estipula un porcentaje de 
interventoría para este contrato del 8.67%. 
 
Valores de interventoría para cada contrato de obra y suministro 

CLASIFICACIÓN CONTRATISTA VALOR CONTRATO 
VALOR INTERVENTORÍAS 
(COP) 

A 
VEOLIA AGUAS DE 
LA GUAJIRA S.A.S 
E.S.P 

$ 12.000.000.000,00 $ 1.200.000.000,00 

A 
WORLD VISION 
COLOMBIA 

$ 6.900.000.000,00 $ 690.000.000,00 

A 
FUNDACIÓN 
CADENA COLOMBIA 

$ 7.400.000.000,00 $ 740.000.000,00 

A 
PASTORAL SOCIAL 
RIOHACHA 

$ 7.000.000.000,00 $ 700.000.000,00 

A 
SAVE THE 
CHILDREN 

$ 3.700.000.000,00 $ 370.000.000,00 

B ENCINA S.A.S $ 23.000.000.000,00 $ 2.300.000.000,00 

C FUNDACIÓN PLAN $ 7.000.000.000,00 $ 700.000.000,00 

D EDWIN FLESHMAN $ 173.000.000,00 $ 15.000.000,00 

TOTALES $ 67.173.000.000,00 $ 6.715.000.000,00 

Fuente: Elaboración Propia 
 
El valor del presupuesto incluye los honorarios del personal estimado para la realización del 
trabajo, gastos administrativos, el valor de los riesgos transferidos, costos directos e indirectos 
(computadores, papelería, ploteo de planos, copias, desplazamiento terrestre, ensayos de 
laboratorio, entre otros), así como el valor del IVA, ajustes por cambio de vigencia y los tributos 
que se causen por el hecho de su celebración, ejecución y liquidación, los gastos administrativos 
generados durante la ejecución del mismo.  
 
Dicho valor comprende, adicionalmente, todos los costos y gastos requeridos para el desarrollo 
del contrato, recursos humanos y físicos, el valor de los riesgos transferidos, papelería y planos, 
gastos de viaje, traslados, transporte de equipos, ensayos de laboratorio y materiales de acuerdo 
con las condiciones de acceso a la zona, manutención y alojamiento en caso de que esto sea 
necesario, todos los impuestos, tasas y aportes parafiscales para la duración del contrato. Por tal 
razón, no se reconocerán sumas adicionales por estos conceptos. 
 
EL MVCT deducirá de los pagos todos los impuestos y retenciones a que haya lugar, de 
conformidad con las disposiciones colombianas vigentes. 
 
 

4. PLAZO DE EJECUCIÓN:  
 

El plazo del contrato derivado del presente contrato será de hasta ONCE (11) meses contados a 
partir de la suscripción de las actas de inicio de cada contrato de obra sin exceder del 31 de 
diciembre de 2024, como se muestra en la siguiente tabla: 

 

 



  
 
 
       

Página 11 de 12 

 

 

Plazo de ejecución del contrato de interventoría 

CLASIFICACIÓN CONTRATISTA 

PLAZO 

CONTRATOS DE 

OBRA O 

SUMINISTROS 

(MESES) 

PLAZO DE 

LIQUIDACIÓN 

CONTRATO DE OBRA 

O SUMINISTROS 

(MESES) 

PLAZO DE 

INTERVENTORÍA 

(MESES) 

A 

VEOLIA AGUAS DE 

LA GUAJIRA S.A.S 

E.S.P 

10 1 11 

A 
WORLD VISION 

COLOMBIA 
8 2 10 

A 

FUNDACIÓN 

CADENA 

COLOMBIA 

8 2 10 

A 

PASTORAL 

SOCIAL 

RIOHACHA 

8 2 10 

A 
SAVE THE 

CHILDREN 
8 2 10 

B ENCINA S.A.S 10 1 11 

C FUNDACIÓN PLAN 10 1 11 

D 
EDWIN 

FLESHMAN 
3 2 5 

     

5. INDICACIÓN DEL LUGAR EN DONDE SE PUEDE CONSULTAR LOS ESTUDIOS Y 
DOCUMENTOS PREVIOS:  

Los estudios y documentos previos, pueden consultarse en el Viceministerio de Agua y 
Saneamiento Básico, Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – Grupo de Contratos, ubicada en 
Carrera 6 # 8-77 de Bogotá D.C., en horas y días hábiles. 
 
Con fundamento en lo anterior,  
 
 

DECLÁRESE 
 

PRIMERO: Declarar justificada la contratación directa por la causal señalada en el literal “a”, 
numeral 4° del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, en concordancia con los artículos 2.2.1.2.1.4.1. 
y 2.2.1.2.1.4.2. del Decreto 1082 de 2015 con PROYECTOS Y GESTION DEL DESARROLLO 
S.A.S identificada con NIT. 900.508.212-1, cuyo objeto consiste en “Interventoría integral a los 
contratos de obra y/o conexos que suscriba el MVCT, encaminados a atender el plan provisional 
y el estado de emergencia económica, social y ecológica en el departamento de la guajira y la 
extensión de sus efectos.” El valor del contrato a suscribir será por la suma de hasta SEIS MIL 
SETECIENTOS QUINCE MILLONES DE PESOS M/CTE ($ 6.715.000.000) incluidos IVA y todos 
los costos y gastos en que debe incurrir el futuro CONTRATISTA para el cumplimiento de sus 
obligaciones, y los demás tributos que cause dicho contrato, independientemente de la 
denominación que asuman o del nivel territorial del que provengan para lo cual se afectará el 
certificado de disponibilidad presupuestal 94124 del 06 de febrero de 2024. 
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SEGUNDO: Publíquese el presente acto administrativo en el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública – SECOP II, conforme lo previsto en el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 
1082 de 2015. 
 
TERCERO: Contra el presente acto no procede recurso alguno de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 75 de la Ley 1437 de 2011. 
 
CUARTO: El presente acto administrativo rige a partir de su expedición. 
 
Dado en Bogotá D.C. a los ________ días del mes de febrero de 2024. 

 
POR EL MINISTERIO 

 
 
 

      

ANÍBAL JOSÉ PÉREZ GARCÍA 
Viceministro del Despacho del Viceministerio de Agua y Saneamiento Básico 

 
Proyectó: Juliana Pérez / Abogada Grupo de Contratos  

Revisó: Jaime Andrés Ortiz – Abogado Grupo de Contratos  
Revisó: Andrés Felipe Ramírez / Coordinador Grupo de Contratos  
Revisó: Lilian Suárez Castillo – Abogada Despacho VASB  
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